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En nombre de la República 

 

Sentencia nú m. TDH/019/2026    Expediente FDN-2026-0245 

El Tribúnal Disciplinario de Honor del Colegio de Abogados de la Repú blica 

Dominicana, constitúido por el Júez Presidente, Giovanni Matos Súberví , y los 

júeces Úlises Santana Santana, Kirsy de los A ngeles Herna ndez Dí az y Rúbe n 

Jime nez, asistidos por el infrascrito Júez Secretario, Misael Valenzúela Pen a; 

reúnidos en la sede del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, en la 

ciúdad de Santo Domingo de Gúzma n, Distrito Nacional, capital de la Repú blica, 

hoy, dí a diecisiete (17) del mes de júnio del an o dos mil veintise is (2026), an os 

182° de la Independencia y 163° de la Restaúracio n, en sús atribúciones 

disciplinarias, dicta en ca mara de consejo la sigúiente sentencia:  

 

I. ANTECEDENTES Y APODERAMIENTO  

 

1. El Tribúnal Disciplinario de Honor ha sido apoderado por la Júnta Directiva 

Nacional para conocer la accio n disciplinaria segúida contra LÚISA 

NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N POLANCO, matrí cúla CARD 10973-439-

91; WILLIAM RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A, matrí cúla CARD 14749-

171-94; y WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A, en lo adelante parte qúerellada. 

 

2. Querella disciplinaria sometida por la Junta Directiva del Colegio de 

Abogados, a través de la Fiscalía, representada en esta oportunidad por el 

Licenciado Jose  Abraham Amaro Rodrí gúez, dominicano, mayor de edad, 

titúlar de la ce dúla de identidad y electoral nú m. 032-0020941-3, matrí cúla 

CARD 35276-333-07, actúando en calidad de Fiscal Nacional Adjúnto por 

ante el Tribunal Disciplinario de Honor, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 21 y 22 de la Ley núm. 3-19, que crea el Colegio de Abogados. 

 

II. CRONOLOGÍA DEL PROCESO  

 



 

 

 

REPÚ BLICA DOMINICANA 
Dios, Patria y Libertad 

 

Colegio de Abogados de la República Dominicana 
Tribunal Disciplinario de Honor 

 

Sentencia nú m. TDH/019/2026                 Página 2 de 33 

 

3. Qúe el conocimiento de los hechos qúe dieron origen al presente proceso 

disciplinario llego  al Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana por 

ví a de denúncia, en relacio n con lo acontecido en la aúdiencia celebrada el 

doce (12) de mayo del an o dos mil veintise is (2026) por ante la Primera Sala 

del Tribúnal Súperior Administrativo, en la cúal habrí a postúlado ún abogado 

afectado por úna sancio n disciplinaria de inhabilitacio n vigente. 

 

4. Qúe, conforme al artí cúlo 21 de la Ley nú m. 3-19, la actúacio n del Tribúnal 

Disciplinario de Honor esta  condicionada al apoderamiento previo de la 

Júnta Directiva Nacional; en tal virtúd, valorada la denúncia y atendido el 

cara cter de seriedad de los hechos, la Júnta Directiva Nacional, mediante Acta 

de sú primera sesio n ordinaria celebrada en fecha diecise is (16) de mayo del 

an o dos mil veintise is (2026), apodero  a este Tribúnal del conocimiento de la 

accio n disciplinaria contra la parte qúerellada y dispúso qúe la Fiscalí a 

Nacional formalizara la correspondiente acúsacio n. 

 

5. Qúe, prodúcido el apoderamiento, la Fiscalí a Nacional formalizo  la acúsacio n 

disciplinaria, marcada con el nú mero FDN-2026-0245, depositada en fecha 

primero (1.º) de júnio del an o dos mil veintise is (2026), contra la parte 

qúerellada, la cúal reposa en los archivos del Colegio de Abogados de la 

Repú blica Dominicana.  

 

6. Qúe el Presidente del Tribúnal, mediante Aúto nú m. 028/2026 de fecha tres 

(3) de júnio del an o dos mil veintise is (2026), fijo  aúdiencia para el dí a ocho 

(8) de júlio del an o dos mil veintise is (2026), a los fines de conocer de la 

acúsacio n formúlada por la Fiscalí a Nacional Adjúnta contra la parte 

qúerellada.  

 

7. Qúe, previo a darle cúrso a la tramitacio n del expediente y a la citacio n de las 

partes por ante este Tribúnal Disciplinario de Honor para la aúdiencia 
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paútada para el ocho (8) de júlio del an o dos mil veintise is (2026), este 

Tribúnal, reúnido en ca mara de consejo y atendiendo a las caracterí sticas 

particúlares del presente caso, el cúal involúcra a júeces del Tribúnal 

Súperior Administrativo, decidio  ponderar y evalúar, de manera previa y 

oficiosa, sú competencia para conocer la acúsacio n disciplinaria sometida a 

sú consideracio n, por tratarse de úna cúestio n de orden pú blico qúe debe ser 

examinada antes de cúalqúier actúacio n sobre el fondo. 

 

III. PRETENSIONES DE LAS PARTES   

8.  La Fiscalí a ha solicitado a este colegiado lo sigúiente:  

 

a) PRIMERO: Declarar búena y va lida, en cúanto a la forma, la presente 

acúsacio n disciplinaria, por haber sido presentada conforme a la Ley nú m. 

3-19, el Co digo de E tica del Profesional del Derecho y las reglas del debido 

proceso disciplinario. 

 

b) SEGUNDO: Declarar la competencia del Colegio de Abogados de la 

Repú blica Dominicana y del Tribúnal Disciplinario de Honor para conocer 

los hechos impútados, por tratarse de actúaciones vincúladas al ejercicio 

profesional de la abogací a, a la habilitacio n para postúlar ante tribúnales, 

al control deontolo gico de la profesio n y al deber legal de impedir el 

ejercicio ilegal de la abogací a. 

 

c) TERCERO: Declarar qúe los júeces LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN 

CANAA N POLANCO, WILLIAM RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y 

WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A incúrrieron en falta disciplinaria al permitir y 

tolerar actos propios del ejercicio profesional de la abogací a por parte de 

JOEL DEL ROSARIO ALBÚRQÚERQÚE, qúien al momento de la aúdiencia 

del doce (12) de mayo del an o dos mil veintise is (2026) se encontraba 

inhabilitado por sentencia disciplinaria del Tribúnal Disciplinario de 
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Honor, debidamente notificada, y habí a perdido sú condicio n de miembro 

del CARD por efecto del pa rrafo del artí cúlo 9 de la Ley nú m. 3-19. 

 

d) CUARTO: Declarar cúlpables a LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N 

POLANCO, WILLIAM RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. 

NÚ N EZ MEJI A de violar los artí cúlos 93, pa rrafo; 121, númeral 3, y sú 

pa rrafo; y 123 y sú pa rrafo de la Ley nú m. 3-19, así  como los artí cúlos 1 y 

4 del Co digo de E tica del Profesional del Derecho, por afectar los deberes 

de probidad, dignidad profesional, respeto a la ley y deber de hacer 

respetar la ley y las aútoridades pú blicas legalmente constitúidas; y 

declarar cúlpable adicionalmente a WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A de violar 

el artí cúlo 121, númeral 4, de la Ley nú m. 3-19. 

 

e) QUINTO: Imponer a los acúsados la sancio n disciplinaria de dos (2) an os 

de inhabilitacio n para el ejercicio de la abogací a, sancio n qúe esta Fiscalí a 

estima proporcional a la gravedad de los hechos, el cara cter deliberado de 

la omisio n cometida con posterioridad a la advertencia formal recibida en 

aúdiencia, el deber reforzado de los acúsados como magistrados, el 

impacto institúcional de la condúcta sobre la aútoridad del Tribúnal 

Disciplinario de Honor, y el obsta cúlo material qúe dicha condúcta 

represento  para el ejercicio de la fúncio n ejecútora qúe el artí cúlo 21 de la 

Ley nú m. 3-19 atribúye a la Fiscalí a Nacional. 

 

f) SEXTO: Ordenar qúe la sentencia a intervenir sea comúnicada, de 

conformidad con los artí cúlos 119 y 120 de la Ley nú m. 3-19, al Consejo 

del Poder Júdicial, al Tribúnal Súperior Administrativo, a la Súprema Corte 

de Jústicia y a los dema s organismos competentes, a los fines legales y 

administrativos qúe correspondan en el a mbito de sús respectivas 

competencias. 
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g) SÉPTIMO: Ordenar qúe, dúrante la vigencia de la inhabilitacio n, la 

Secretarí a General del Colegio de Abogados se abstenga de emitir, renovar 

o mantener vigente cúalqúier certificacio n, constancia, matrí cúla o carnet 

profesional incompatible con la sancio n impúesta. 

 

h) OCTAVO: Reservar a la Fiscalí a Nacional del Colegio de Abogados el 

derecho de aportar prúebas complementarias, docúmentos, 

certificaciones, grabaciones, actas, resolúciones o cúalqúier otro medio 

probatorio ú til para el esclarecimiento de los hechos. 

 

IV. HECHOS Y ARGUMENTOS JURÍDICOS DE LA FISCALÍA  

9. Qúe la Fiscalí a del Colegio de Abogados, en sú presentacio n por ante este 

Tribúnal Disciplinario de Honor, establece, en sí ntesis, lo sigúiente:  

a) En fecha treinta (30) de marzo de dos mil veintiséis (2026), el Tribunal 

Disciplinario de Honor del Colegio de Abogados de la República 

Dominicana dictó la Sentencia núm. TDH/014/2026, relativa al 

expediente FDN-2025-0308. 

 

b) Mediante dicha sentencia, fueron declarados culpables 

disciplinariamente, entre otros, los abogados LILIA MARÍA FERNÁNDEZ 

LEÓN, MARIEL MARÍA LEÓN LEBRÓN y JOEL DEL ROSARIO 

ALBURQUERQUE, por violación a los artículos 1, 2, 3 y 4 del Código de 

Ética del Profesional del Derecho. 

 

c) Respecto del abogado JOEL DEL ROSARIO ALBURQUERQUE, el Tribunal 

Disciplinario de Honor le impuso la sanción de un (1) año de inhabilitación 

para el ejercicio de la profesión del Derecho, con las consecuencias legales, 

administrativas y registrales correspondientes, disponiendo que dicha 

sanción iniciaría a partir de su notificación. 
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d) La Sentencia núm. TDH/014/2026 fue notificada en fecha nueve (9) de 

abril de dos mil veintiséis (2026), mediante Acto de Alguacil núm. 192-

2026, por lo que para el doce (12) de mayo de dos mil veintiséis (2026), la 

inhabilitación impuesta a JOEL DEL ROSARIO ALBURQUERQUE ya se 

encontraba vigente y produciendo efectos jurídicos. 

 

e) Conforme al párrafo del artículo 9 de la Ley núm. 3-19, la inhabilitación 

produjo como efecto la pérdida temporal de la condición de miembro 

activo del Colegio de Abogados de la República Dominicana, durante el 

período de la sanción, al tratarse de una persona suspendida o 

inhabilitada en el ejercicio profesional. 

 

f) En fecha doce (12) de mayo de dos mil veintiséis (2026), la Primera Sala 

del Tribunal Superior Administrativo celebró audiencia en ocasión del 

expediente núm. 2025-0315675, relativo a una liquidación de astreinte, 

audiencia presidida por la jueza LUISA NATIVIDAD DEL CARMEN 

CANAÁN POLANCO e integrada, además, por los jueces WILLIAM 

RADHAMES ENCARNACIÓN MEJÍA y WILLYS DE J. NÚÑEZ MEJÍA. 

 

g) En dicha audiencia, JOEL DEL ROSARIO ALBURQUERQUE presentó 

calidades, intervino, formuló argumentos y actuó en defensa de intereses 

procesales, realizando actos propios del ejercicio profesional de la 

abogacía, pese a encontrarse inhabilitado para ejercer. 

 

h) Durante la audiencia, el Dr. Misael Valenzuela Peña, actuando en 

representación del Tribunal Disciplinario de Honor y en su calidad de Juez 

Secretario de dicho órgano, advirtió formalmente al tribunal sobre la 

existencia de la sentencia de inhabilitación vigente, hecho que consta 

documentalmente en la certificación del acta de audiencia expedida por el 

Tribunal Superior Administrativo. 
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i) También se hizo constar que no existía decisión de órgano competente 

que revocara, anulara o dejara sin efecto la Sentencia núm. 

TDH/014/2026, y se advirtió que permitir la postulación de una persona 

suspendida o inhabilitada podía comprometer la responsabilidad de los 

jueces conforme a las reglas legales sobre ejercicio ilegal de la abogacía. 

 

j) La imputación central contra los jueces consiste en haber permitido o 

tolerado la intervención procesal de JOEL DEL ROSARIO ALBURQUERQUE 

como abogado, pese a su inhabilitación vigente, conducta que se subsume, 

según la acusación, en los artículos 121, numerales 3 y 4, 123 y su párrafo, 

93 párrafo, y en los artículos 1 y 4 del Código de Ética del Profesional del 

Derecho. 

 

V. PRUEBAS APORTADAS   

10. La Fiscalí a ha presentado como elementos de prúeba docúmentales:   

 

a) Sentencia nú m. TDH/014/2026, dictada en fecha treinta (30) de marzo 

del an o dos mil veintise is (2026), por el Tribúnal Disciplinario de 

Honor del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, relativa al 

expediente FDN-2025-0308. 

 

b) Acto de Algúacil nú m. 192-2026, de fecha núeve (9) de abril del an o dos 

mil veintise is (2026), mediante el cúal fúe notificada la Sentencia nú m. 

TDH/014/2026. 

 

c) Certificacio n del acta de aúdiencia de fecha doce (12) de mayo del an o 

dos mil veintise is (2026), relativa al expediente nú m. 2025-0315675, 

expedida por el Tribúnal Súperior Administrativo. 
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11. Dado qúe la presente decisio n se limita al examen de competencia, el 

Tribúnal no realiza valoracio n de fondo sobre la súficiencia, eficacia o 

fúerza probatoria de tales docúmentos para acreditar responsabilidad 

disciplinaria de los magistrados acúsados. 

 

VI. PONDERACIÓN DEL CASO   

A) Apoderamiento  

 

12. Tal como ha qúedado expúesto en la parte súperior de esta sentencia, este 

o rgano júrisdiccional en asúntos disciplinarios se encúentra apoderado para 

conocer de la qúerella presentada por intermedio de la Júnta Directiva del 

Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana a trave s de la Fiscalí a en 

contra de LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N POLANCO, WILLIAM 

RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A, por 

violacio n de  los artí cúlos 93, pa rrafo; 121, númeral 3, y sú pa rrafo; y 123 y 

sú pa rrafo de la Ley nú m. 3-19, así  como los artí cúlos 1 y 4 del Co digo de E tica 

del Profesional del Derecho, en perjúicio del Colegio de Abogados de la 

Repú blica Dominicana.  

 

13. Qúe, existiendo en la glosa procesal el acto administrativo qúe lo apodera, 

procede declarar regúlar y va lido el apoderamiento, sin necesidad de hacerlo 

constar en el dispositivo.  

 

B) Competencia  

13. Todo juez u órgano con función decisoria tiene el deber de verificar, aun de 

oficio, su competencia, con independencia de la voluntad de las partes, antes 

de adentrarse en el conocimiento del fondo del asunto sometido a su 

consideración. En ese orden, y dada la solución que habrá de adoptarse en el 

presente caso, este Tribunal estima pertinente diferir el examen específico 

de la competencia para el apartado correspondiente de la presente decisión, 
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a fin de abordar allí, de manera ordenada y motivada, el alcance de las 

atribuciones del Tribunal Disciplinario de Honor conforme al artículo 21 de 

la Ley núm. 3-19, así como los límites derivados de la naturaleza de los 

sujetos procesales involucrados y del régimen constitucional y legal 

correspondiente. 

 

VII. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL    

14. Considerando qúe, la Ley nú m. 3-19 tiene por objeto institúir el Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana y regúlar el ejercicio de la abogací a. 

En sú artí cúlo 10 atribúye al Colegio, entre otras fúnciones, habilitar el 

ejercicio de la abogací a, fiscalizar y controlar dicho ejercicio, aplicar el 

re gimen disciplinario y mantener el orden y control deontolo gico en la 

profesio n. 

 

15. Considerando qúe, el artí cúlo 21 de la Ley nú m. 3-19 dispone qúe el Tribúnal 

Disciplinario de Honor es el o rgano encargado de conocer, previo 

apoderamiento de la Júnta Directiva Nacional, la condúcta de las personas 

sújetas a la aútoridad del Colegio qúe infrinjan dicha ley, el Co digo de E tica 

Profesional, los reglamentos y resolúciones emanadas de sús o rganos, y de 

imponer las sanciones establecidas. 

 

16. Considerando qúe, el artí cúlo 89 de la Ley nú m. 3-19 define el ejercicio de la 

abogací a y atribúye al Colegio la habilitacio n, súpervisio n y fiscalizacio n del 

ejercicio profesional. El artí cúlo 93, en sú pa rrafo, impone a los júeces de los 

tribúnales júdiciales el deber de admitir como representantes de terceros 

ú nicamente a abogados debidamente identificados mediante el carnet 

vigente expedido por el Colegio. 
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17. Considerando qúe, el artí cúlo 101 de la Ley nú m. 3-19 inclúye dentro de los 

profesionales del Derecho sújetos a la ley a docentes, investigadores, júeces, 

fiscales, defensores pú blicos, notarios, consúltores y asesores júrí dicos, así  

como a todo profesional del Derecho qúe, por sús conocimientos especiales, 

preste asesoramiento frente a terceros. 

 

18. Considerando qúe, a sú vez, el artí cúlo 121 de la Ley nú m. 3-19 establece 

súpúestos de ejercicio ilegal de la abogací a, inclúyendo el ejercicio dúrante el 

tiempo de súspensio n o inhabilitacio n profesional, y dispone en sú pa rrafo 

qúe los júeces y fiscales qúe permitan tal ejercicio ilegal sera n sancionados 

como co mplices de los aútores de la infraccio n. 

 

19. Considerando qúe, el artí cúlo 123 de la misma ley dispone qúe los júeces, 

fiscales y dema s aútoridades pú blicas velara n por el cúmplimiento de las 

disposiciones contenidas en el artí cúlo 121 respecto de los abogados qúe 

postúlen ante los tribúnales, júzgados, fiscalí as ú oficinas a sú cargo, 

calificando sú incúmplimiento como falta grave para júeces y fiscales. 

 

20. Considerando qúe, estas disposiciones revelan qúe la Ley nú m. 3-19 impone 

deberes concretos a los júeces en lo concerniente al control del ejercicio 

ilegal de la abogací a. Sin embargo, la existencia de dichos deberes no resúelve 

por sí  sola cúa l o rgano es competente para imponer sanciones disciplinarias 

a júeces por hechos cometidos en el ejercicio de sú fúncio n. 

 

A) Régimen constitucional de disciplina judicial 

 

21. Considerando qúe, la Constitúcio n de la Repú blica establece qúe el Consejo 

del Poder Júdicial es el o rgano permanente de administracio n y disciplina del 

Poder Júdicial. Dentro de sús fúnciones se encúentra el control disciplinario 

sobre júeces, fúncionarios y empleados del Poder Júdicial, con excepcio n de 

los integrantes de la Súprema Corte de Jústicia, conforme a la Constitúcio n y 
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las leyes. La Ley nú m. 28-11, Orga nica del Consejo del Poder Júdicial, 

desarrolla ese mandato constitúcional y reconoce al Consejo como o rgano 

constitúcional de administracio n y disciplina del Poder Júdicial. En ese 

marco, corresponde al Consejo determinar la responsabilidad disciplinaria 

de los júeces del Poder Júdicial por faltas cometidas en el ejercicio de sús 

fúnciones, salvo las excepciones constitúcionalmente previstas. 

 

22. Considerando qúe, la reserva disciplinaria del Consejo del Poder Júdicial 

tiene fúndamento constitúcional y no púede ser desconocida por úna ley 

ordinaria ni por úna interpretacio n expansiva de la competencia disciplinaria 

de ún o rgano gremial o profesional. En consecúencia, aúnqúe la Ley nú m. 3-

19 mencione expresamente a los júeces como profesionales del Derecho 

sújetos a derechos y obligaciones, dicha sújecio n debe armonizarse con el 

re gimen constitúcional propio de la fúncio n júdicial. 

 

23. Considerando qúe, la interpretacio n armo nica impone conclúir qúe los júeces 

púeden estar sújetos a la Ley nú m. 3-19 en cúanto profesionales del Derecho 

y destinatarios de deberes vincúlados al control del ejercicio ilegal de la 

abogací a, pero la potestad para imponer sanciones disciplinarias por hechos 

cometidos en el ejercicio de la fúncio n júrisdiccional corresponde al Consejo 

del Poder Júdicial. 

 

B) Alcance de la incompetencia y de la remisión institucional 

 

24. Considerando qúe, los artí cúlos 121 y 123 de la Ley nú m. 3-19 han sido 

invocados por la Fiscalí a Nacional Adjúnta como fúndamento de la acúsacio n; 

sin embargo, sú sola invocacio n no habilita a este Tribúnal para conocer el 

fondo de úna impútacio n disciplinaria dirigida contra júeces por actúaciones 

realizadas en el ejercicio de fúnciones júrisdiccionales. 
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25. Considerando qúe, este Tribúnal no púede, bajo la forma de comprobacio n 

previa, constatacio n disciplinaria o calificacio n incidental, examinar el fondo 

de la condúcta atribúida a los júeces acúsados, púes ello súpondrí a entrar en 

úna materia reservada al o rgano constitúcionalmente competente para 

conocer la disciplina júdicial. 

 

26. Considerando qúe, la incompetencia qúe se declara comprende el 

conocimiento y la sancio n disciplinaria de los júeces acúsados en cúanto 

tales, respecto de hechos atribúidos en ocasio n de la direccio n o condúccio n 

de úna aúdiencia júdicial. 

 

27. Considerando qúe, no obstante, la imposibilidad de conocer y sancionar no 

impide qúe este Tribúnal disponga la remisio n institúcional del expediente 

al Consejo del Poder Júdicial, por ser ese el o rgano al qúe corresponde 

determinar si los hechos denúnciados ameritan investigacio n o consecúencia 

disciplinaria. La remisio n qúe se ordena no constitúye valoracio n de fondo, 

no eqúivale a comprobacio n de los hechos, no declara infraccio n algúna y no 

prejúzga la responsabilidad disciplinaria de los magistrados sen alados. 

 

C) Sobre la remisión al Consejo del Poder Judicial 

 

28. Considerando qúe, la remisio n del expediente al Consejo del Poder Júdicial 

se jústifica exclúsivamente en razo n de qúe la acúsacio n recibida se dirige 

contra júeces del Poder Júdicial y contiene impútaciones qúe, por sú 

natúraleza fúncional, deben ser púestas en conocimiento del o rgano 

constitúcionalmente competente. 

 

29. Considerando qúe, este Tribúnal actú a, en ese púnto, bajo ún criterio de 

colaboracio n institúcional y preservacio n de competencias, sin asúmir 

atribúciones disciplinarias sobre miembros de la júdicatúra ni examinar la 

correccio n o incorreccio n de la actúacio n júrisdiccional cúestionada. 
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Correspondera  al Consejo del Poder Júdicial, si lo estima procedente, 

determinar si existen me ritos para iniciar investigacio n, reqúerir piezas 

adicionales, valorar las prúebas, escúchar a los magistrados sen alados y 

decidir conforme al re gimen disciplinario júdicial aplicable. 

 

30. Considerando qúe, la remisio n tampoco súpone convalidar el ejercicio ilegal 

de la abogací a ni impedir qúe los o rganos competentes del Colegio de 

Abogados adopten, en expedientes separados y regúlarmente apoderados, 

las medidas qúe correspondan respecto de abogados sometidos 

directamente a sú potestad disciplinaria. 

 

31. De la lectúra conjúnta de la Constitúcio n, la Ley nú m. 28-11 y la Ley nú m. 3-

19, este Tribúnal conclúye qúe carece de competencia para conocer el fondo 

y sancionar disciplinariamente a júeces del Poder Júdicial por actúaciones 

realizadas en el ejercicio de fúnciones júrisdiccionales. 

 

32. La Ley nú m. 3-19 conserva plena eficacia en lo relativo al control del ejercicio 

de la abogací a, la habilitacio n profesional, el re gimen disciplinario de los 

abogados y la prohibicio n del ejercicio ilegal de la profesio n. Sin embargo, 

cúando la condúcta impútada se atribúye a júeces en fúnciones por actos 

desplegados en aúdiencia o en la condúccio n de ún proceso, el conocimiento 

de la eventúal responsabilidad disciplinaria corresponde al Consejo del 

Poder Júdicial. 

 

33. Por tanto, procede declarar la incompetencia de este Tribúnal para conocer 

el fondo de la acúsacio n disciplinaria dirigida contra los magistrados LÚISA 

NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N POLANCO, WILLIAM RADHAMES 

ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A, y ordenar la remisio n 

del expediente al Consejo del Poder Júdicial, para los fines legales y 

disciplinarios qúe correspondan. 
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VIII. ASPECTOS PROCESALES:  

 

34. Qúe en esta materia no existe condenacio n en costas, al estar el 

procedimiento administrativo disciplinario sancionador regido por úna ley 

especial, por lo qúe procede declarar el proceso libre de costas, valiendo 

decisio n.    

 

35. Qúe se hace constar qúe la intervencio n del Júez Secretario, Dr. Misael 

Valenzúela Pen a, en la aúdiencia celebrada el doce (12) de mayo del an o dos 

mil veintise is (2026) por ante la Primera Sala del Tribúnal Súperior 

Administrativo, se prodújo en ejercicio de la fúncio n institúcional de control 

qúe el artí cúlo 123 de la Ley nú m. 3-19 atribúye al Tribúnal Disciplinario de 

Honor, sin qúe comporte intere s personal en el resúltado del presente 

proceso; y qúe la presente decisio n se limita a declarar la incompetencia para 

conocer el fondo, sin valoracio n algúna sobre la responsabilidad de las 

partes. 

 

36. Esta decisio n, firmada por los júeces del Tribúnal fúe adoptada por la 

mayorí a reqúerida, consta el voto disidente del magistrado Misael Valenzúela 

Pen a, el cúal se anexa.  No consta el voto de la Magistrada Kirsy Hernández 

Diaz, en vista de que no participó en la deliberación y firma de la presente 

sentencia por causas previstas en la ley.  

 

Por los motivos qúe anteceden, y vista la Constitúcio n de la Repú blica, la Ley nú m. 

3-19 qúe crea el Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, la Ley nú m. 

28-11, Orga nica del Consejo del Poder Júdicial, la Ley nú m. 107-13 de los 

procedimientos administrativos, el Decreto No. 1290, del 2 de agosto de 1983, el 

acta de la cúarta sesio n de la Júnta Directiva Nacional del CARD de fecha 27 de 

marzo de 2018, la Resolúcio n nú m. 02-2025-JD de fecha 11 de octúbre de 2025, 

qúe establece condiciones mí nimas para el procedimiento disciplinario; el 

TRIBUNAL DISCIPLINARIO DE HONOR DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE LA 
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REPÚBLICA DOMINICANA, administrando jústicia disciplinaria por la aútoridad 

qúe le ha sido conferida en la Ley nú m. 3-19, en nombre de la Repú blica,   

FALLA: 

PRIMERO: DECLARA búena y va lida, en cúanto a la forma, la acúsacio n 

disciplinaria presentada por la Fiscalí a Nacional Adjúnta del Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana, por haber sido depositada conforme a las 

formalidades procesales correspondientes. 

SEGUNDO: DECLARA la incompetencia del Tribúnal Disciplinario de Honor del 

Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana para conocer el fondo y 

sancionar disciplinariamente a los magistrados LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN 

CANAA N POLANCO, WILLIAM RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. 

NÚ N EZ MEJI A, júeces de la Primera Sala del Tribúnal Súperior Administrativo. 

TERCERO: REAFIRMA qúe la competencia para conocer la eventúal 

responsabilidad disciplinaria de júeces del Poder Júdicial corresponde al Consejo 

del Poder Júdicial, o rgano constitúcional permanente de administracio n y 

disciplina del Poder Júdicial, conforme a la Constitúcio n de la Repú blica y a la Ley 

nú m. 28-11. 

CUARTO: ORDENA la remisio n de copia certificada del presente expediente 

disciplinario, júnto con la acúsacio n, los docúmentos anexos, las certificaciones, 

actas y dema s piezas depositadas, al Consejo del Poder Júdicial, a fin de qúe dicho 

o rgano conozca y decida, dentro del a mbito de sús atribúciones constitúcionales 

y legales, lo qúe estime procedente respecto de los hechos denúnciados. 

QUINTO: ORDENA comúnicar la presente sentencia a la Fiscalí a, a la Júnta 

Directiva Nacional del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, al 

Consejo del Poder Júdicial y al Tribúnal Súperior Administrativo, para los fines 

correspondientes. 
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SEXTO: INFORMA a las partes que la presente sentencia puede ser recurrida en 

revisión por ante la Suprema Corte de Justicia en el plazo de treinta (30) días, a 

partir de su notificación, de conformidad con el artículo 23 de la Ley núm. 3-19. 

 

Y por esta nuestra decisión, así se pronuncian, ordenan y firman. Giovanni 

Matos Suberví, Juez Presidente; Ulises Santana Santana, Rubén Jiménez, 

Jueces Titulares; Misael Valenzuela Peña, Juez Secretario 

VOTO DISIDENTE DEL MAGISTRADO MISAEL VALENZUELA PEÑA 

I. ALCANCE Y OBJETO DEL VOTO DISIDENTE 

Qúien súscribe, Misael Valenzúela Pen a, Júez Secretario del Tribúnal 

Disciplinario de Honor del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, con 

el debido respeto a la posicio n mayoritaria adoptada por este o rgano, emite el 

presente voto disidente. 

1. La presente disidencia no se formúla porqúe el súscrito desconozca la 

competencia constitúcional y legal del Consejo del Poder Júdicial para 

ejercer la potestad disciplinaria respecto de los júeces del Poder Júdicial. 

Tampoco se formúla porqúe el súscrito se oponga a la remisio n del 

expediente a dicho o rgano, en cúanto a la eventúal responsabilidad 

disciplinaria júdicial. Por el contrario, el súscrito reconoce qúe, respecto 

de LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N POLANCO, WILLIAM 

RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. NÚ N EZ MEJI A, la 

determinacio n de sú eventúal responsabilidad disciplinaria, en cúanto 

júeces del Poder Júdicial, corresponde al Consejo del Poder Júdicial, 

conforme a la Constitúcio n de la Repú blica y a la Ley nú m. 28-11. 

2. La discrepancia radica en qúe la decisio n mayoritaria declaro  úna 

incompetencia excesivamente amplia. A júicio de qúien disiente, el 

Tribúnal ciertamente carece de competencia para imponer sancio n 
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disciplinaria directa a júeces del Poder Júdicial; sin embargo, ello no le 

relevaba del deber de verificar y constatar los hechos vincúlados al 

presúnto ejercicio ilegal de la abogací a —hecho generador qúe recae sobre 

la condúcta del abogado súspendido o inhabilitado, sújeto al control del 

Colegio—, como fúndamento de úna remisio n motivada a los o rganos 

competentes. 

3. Asimismo, la disidencia se extiende al alcance de la remisio n ordenada. La 

decisio n mayoritaria dispúso la remisio n del expediente al Consejo del 

Poder Júdicial, lo cúal era procedente respecto de la presúnta 

responsabilidad disciplinaria. No obstante, omitio  ponderar qúe los 

artí cúlos 121 y 122 de la Ley nú m. 3-19 proyectan úna dimensio n penal, 

distinta de la disciplinaria, cúya valoracio n no corresponde al Consejo del 

Poder Júdicial, sino al Ministerio Pú blico. 

4. En consecúencia, el objeto de este voto es dejar constancia de qúe el 

Tribúnal Disciplinario de Honor debio  adoptar úna decisio n ma s precisa y 

completa: declarar sú incompetencia para sancionar disciplinariamente a 

la parte qúerellada y constatar, en ejercicio de sú fúncio n pú blica de 

control sobre el ejercicio de la abogací a, los hechos relativos al presúnto 

ejercicio ilegal de la profesio n como fúndamento de sú decisio n. La 

diferencia con la mayorí a no es de motivacio n, sino de dispositivo: alcanza 

al a mbito de la incompetencia declarada y al cara cter incompleto de la 

remisio n ordenada. 

II. HECHOS RELEVANTES PARA LA DISIDENCIA 

5. Sin prejúzgar sobre el fondo del asúnto ni sústitúir la valoracio n qúe 

corresponde realizar a los o rganos constitúcional y legalmente 

competentes, el expediente plantea, en sí ntesis, los sigúientes elementos 

relevantes: 

a) Qúe ún abogado presúntamente súspendido o inhabilitado 

para el ejercicio profesional habrí a intervenido o postúlado 
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en ún proceso júdicial ante la Primera Sala del Tribúnal 

Súperior Administrativo. 

b) Qúe la súspensio n o inhabilitacio n habrí a estado vigente al 

momento de la actúacio n procesal cúestionada. 

c) Qúe la parte qúerellada habrí a sido advertida formalmente 

de dicha súspensio n o inhabilitacio n, ya sea mediante 

instancia, certificacio n, comúnicacio n, oposicio n en 

aúdiencia, constancia procesal o cúalqúier otro medio 

ido neo. 

d) Qúe, no obstante esa advertencia, se habrí a permitido la 

continúacio n de la postúlacio n del abogado cúestionado. 

e) Qúe la acúsacio n disciplinaria fúe presentada ante el 

Tribúnal Disciplinario de Honor del Colegio de Abogados de 

la Repú blica Dominicana, invoca ndose la Ley nú m. 3-19, 

especialmente las disposiciones relativas al ejercicio ilegal 

de la abogací a. 

6. Frente a esos elementos, la cúestio n júrí dica no era simplemente 

determinar si el Tribúnal Disciplinario de Honor podí a sancionar 

disciplinariamente a la parte qúerellada. Esa formúlacio n resúlta 

incompleta. La pregúnta correcta era si el Tribúnal podí a conocer el 

expediente para verificar la posible infraccio n objetiva al re gimen legal de 

habilitacio n profesional previsto en la Ley nú m. 3-19 y, comprobada la 

existencia de elementos relevantes, remitir lo concerniente a la posible 

responsabilidad disciplinaria y lo concerniente a la eventúal 

responsabilidad penal a los o rganos respectivamente competentes.  

III. ALCANCE CONSTITUCIONAL DE LA FUNCIÓN PÚBLICA DEL COLEGIO DE 

ABOGADOS SEGÚN LA SENTENCIA TC/0163/13 
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7. La Ley nú m. 3-19 crea, en sú artí cúlo 21, el Tribúnal Disciplinario de Honor 

como o rgano encargado de conocer la condúcta de las personas sújetas a 

la aútoridad del Colegio qúe infrinjan dicha ley, el Co digo de E tica 

Profesional y las resolúciones emanadas de sús o rganos; y define, en sú 

artí cúlo 89, el ejercicio de la abogací a, atribúyendo con exclúsividad al 

Colegio sú habilitacio n, súpervisio n y fiscalizacio n. Sobre esa base legal se 

asienta la fúncio n pú blica de control qúe aqúí  se invoca, la cúal encúentra 

respaldo adicional en la júrisprúdencia constitúcional dominicana. 

Mediante la Sentencia TC/0163/13, el Tribúnal Constitúcional examino  la 

natúraleza júrí dica del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana y 

reconocio  qúe este constitúye úna corporacio n de derecho pú blico, 

investida de fines pú blicos qúe originalmente corresponden al Estado y 

qúe le han sido transferidos por delegacio n normativa. 

8. En dicha decisio n, el Tribúnal Constitúcional sostúvo qúe el Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana ejerce úna fúncio n pú blica 

vincúlada al gobierno de la matricúlacio n y al re gimen disciplinario de los 

abogados de la Repú blica. Esta precisio n resúlta determinante para el 

presente caso, porqúe confirma qúe el control ejercido por el Colegio 

sobre la habilitacio n profesional de los abogados no responde a ún intere s 

meramente gremial, sino a úna finalidad pú blica constitúcionalmente 

legí tima. 

9. La Sentencia TC/0163/13 tambie n destaco  qúe la colegiacio n obligatoria 

y el control institúcional sobre el ejercicio de la abogací a procúran evitar 

el intrúsismo profesional, preservar la calidad de los servicios júrí dicos y 

proteger a los úsúarios del servicio abogadil. En ese sentido, el Tribúnal 

Constitúcional vincúlo  el control del ejercicio profesional con valores 

constitúcionales relevantes, entre ellos la tútela del derecho de defensa, el 

acceso efectivo a la jústicia, la tútela júdicial efectiva y el debido proceso. 
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10. Conviene precisar el alcance de este precedente. La TC/0163/13 no se 

pronúncio  sobre competencia algúna del Colegio de Abogados respecto de 

júeces, ni aútoriza al Colegio o a sú Tribúnal Disciplinario de Honor a 

ejercer potestad disciplinaria directa sobre júeces por hechos cometidos 

en el ejercicio de la fúncio n júrisdiccional. Lo qúe sí  confirma la 

TC/0163/13, y aqúí  se invoca ú nicamente como premisa de apoyo, es qúe 

el Colegio de Abogados posee úna fúncio n pú blica real y 

constitúcionalmente reconocida en materia de matricúlacio n, habilitacio n, 

vigilancia y disciplina profesional de los abogados. 

11. Por tanto, cúando el hecho denúnciado tiene como nú cleo la posible 

postúlacio n de ún abogado súspendido o inhabilitado, el Tribúnal 

Disciplinario de Honor no púede considerarse ajeno a tal actúacio n. La 

fúncio n pú blica reconocida al Colegio impone úna lectúra qúe le permita 

conocer y comprobar los hechos relativos al ejercicio ilegal de la abogací a, 

aún cúando, respecto de la eventúal responsabilidad de la parte 

qúerellada, deba remitir las piezas a los o rganos competentes segú n la 

natúraleza de la responsabilidad comprometida. 

IV. DIFERENCIA ENTRE CONOCER PARA SANCIONAR, CONSTATAR EL HECHO 

GENERADOR Y REMITIR SEGÚN LA NATURALEZA DE LA RESPONSABILIDAD 

12. La expresio n “conocer el fondo” no púede ser tratada de manera 

indiferenciada. En materia disciplinaria, institúcional y penal, no es lo 

mismo conocer el fondo para imponer úna sancio n qúe constatar hechos 

objetivos para determinar si procede úna remisio n a otro o rgano. El 

Tribúnal Disciplinario de Honor no podí a conocer el fondo para declarar 

disciplinariamente responsable a la parte qúerellada ni para imponerle 

sancio n disciplinaria, ni tampoco para declarar responsabilidad penal o 

promover úna condena. 

13. Sí  debí a, en cambio, constatar los elementos mí nimos del expediente para 

verificar si la acúsacio n tení a como base ún hecho vincúlado al ejercicio 
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ilegal de la abogací a. Esa verificacio n no súpone decidir la responsabilidad 

disciplinaria de los júeces ni sú responsabilidad penal: súpone constatar, 

con alcance limitado y como fúndamento de la remisio n, si existí an piezas 

objetivas qúe jústificaran ún enví o motivado a los o rganos competentes. 

14. Conocer para sancionar implica atribúir responsabilidad y aplicar úna 

consecúencia júrí dica directa. Constatar el hecho generador implica 

identificar hechos, docúmentos, certificaciones, advertencias y 

actúaciones procesales qúe podrí an comprometer la aplicacio n de normas 

vincúladas al ejercicio ilegal de la abogací a. 

15. Remitir segú n la natúraleza de la responsabilidad implica enviar el 

expediente al o rgano competente para cada consecúencia júrí dica posible, 

segú n se trate de responsabilidad disciplinaria o de hechos con 

consecúencias penales, conforme a la atribúcio n de competencias qúe se 

precisa ma s adelante. 

16. El Tribunal Disciplinario de Honor conserva, sobre el ejercicio de la 

abogacía, la función pública de control que le permite constatar los hechos 

vinculados al ejercicio ilegal de la profesión y, a partir de esa constatación, 

activar mediante remisión fundada a los órganos competentes; lo que se 

proyecta sobre los jueces no es una competencia adjudicativa, sino el 

deber de remisión. Por ello, la sentencia debió declarar únicamente la 

incompetencia del Tribunal para sancionar disciplinariamente a la parte 

querellada, no así una incompetencia amplia que abarca también la 

constatación del hecho generador, fórmula que puede interpretarse como 

renuncia absoluta a la función de control que la Ley núm. 3-19 confía al 

Colegio en materia de ejercicio profesional. 

V. LA TÉCNICA DE CONSTATACIÓN Y REMISIÓN EXISTE EN EL 

ORDENAMIENTO DOMINICANO 
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17.  La tesis aqúí  sostenida no es extran a al ordenamiento júrí dico 

dominicano. Existen varias disposiciones legales qúe reconocen úna 

te cnica normativa consistente en qúe ún o rgano constata, declara o 

advierte úna condúcta irregúlar y comúnica o remite el asúnto al o rgano 

competente. 

18. La Ley nú m. 2-23 sobre Recúrso de Casacio n, en sú artí cúlo 56, regúla la 

lealtad procesal en casacio n. Conforme a dicha disposicio n, el recúrrente 

y sú abogado constitúido, cúando súcúmban en ún recúrso considerado 

abúsivo, temerario o de mala fe, púeden ser condenados al pago de múlta 

civil e indemnizacio n, en los te rminos establecidos por esa ley. Sú pa rrafo 

IV an ade qúe todo ello es sin perjúicio de la accio n disciplinaria a la qúe 

púeden ser sometidos los abogados de las partes ante el Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana por actúacio n abúsiva, temeraria o 

de mala fe. 

19. Esta disposicio n múestra qúe ún o rgano júrisdiccional púede calificar úna 

condúcta procesal como abúsiva, temeraria o de mala fe, imponer 

consecúencias propias del proceso y dejar abierta la ví a disciplinaria ante 

el Colegio. No existe confúsio n entre la potestad júrisdiccional de 

calificacio n y la potestad disciplinaria gremial. Ambas púeden coexistir, 

cada úna dentro de sú a mbito. Resúlta significativo, adema s, qúe el 

tribúnal de casacio n constata la condúcta y remite al Colegio sin afirmar 

qúe conserva competencia disciplinaria gremial algúna: la constatacio n se 

inscribe en la fúncio n qúe el o rgano ya ejerce, y la remisio n es sú 

consecúencia natúral. 

20. La Ley nú m. 85-25 sobre Alqúileres de Bienes Inmúebles y Desahúcios 

adopta úna fo rmúla similar. Sú artí cúlo 50 facúlta al júzgado de primera 

instancia a conocer cúalqúier demanda, contestacio n o controversia qúe 

constitúya ejercicio temerario o abúso de las ví as de derecho. El pa rrafo 

de dicho artí cúlo dispone qúe de las actúaciones temerarias de abogados 
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y algúaciles se dara  cúenta a la Súprema Corte de Jústicia, a la Procúradúrí a 

General de la Repú blica y al Colegio de Abogados de la Repú blica 

Dominicana. 

21. Aqúí  la te cnica es todaví a ma s cercana: el tribúnal conoce úna condúcta 

irregúlar y lúego comúnica a los o rganos disciplinarios, júrisdiccionales o 

institúcionales correspondientes. Esa comúnicacio n no súpone qúe el 

tribúnal úsúrpe la competencia de esos o rganos. Súpone, ma s bien, qúe 

cúmple ún deber de colaboracio n institúcional. 

22. La Ley nú m. 97-25, qúe institúye el Co digo Procesal Penal, tambie n 

confirma esa lo gica. Sú artí cúlo 118 dispone qúe el abandono de la defensa 

se sanciona con el pago de las costas prodúcidas por el reemplazo, sin 

perjúicio de las sanciones disciplinarias establecidas en la ley y en el 

Co digo de E tica del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana. 

Asimismo, sú artí cúlo 135, relativo a la lealtad procesal, permite al júez o 

tribúnal sancionar actúaciones de mala fe, dilatorias o temerarias, y 

dispone qúe, cúando la falta sea cometida por ún abogado, el júez o 

tribúnal expide comúnicacio n al Colegio de Abogados. El mismo artí cúlo 

preve  comúnicaciones adicionales cúando se trate de defensor pú blico o 

representante del Ministerio Pú blico. 

23. Estas normas revelan ún patro n: el ordenamiento dominicano admite qúe 

úna aútoridad conozca ún hecho, constate úna condúcta irregúlar y remita 

o comúniqúe lo pertinente al o rgano competente, sin qúe ello impliqúe 

arrogarse la competencia de este ú ltimo. Si esto es va lido cúando ún 

tribúnal constata úna condúcta temeraria, abúsiva o de mala fe de ún 

abogado y comúnica al Colegio de Abogados, tambie n debe ser va lido, por 

identidad de razo n institúcional, cúando el Tribúnal Disciplinario de 

Honor constata úna posible infraccio n vincúlada al ejercicio ilegal de la 

abogací a y remite lo pertinente a los o rganos competentes segú n la 

natúraleza de la responsabilidad. 
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24. La direccio n de la remisio n cambia, pero la lo gica júrí dica es la misma: el 

o rgano qúe advierte úna condúcta irregúlar docúmenta el hecho y activa 

al o rgano competente. Esa te cnica no sústitúye al o rgano competente; lo 

respeta. 

VI. LA LEY NÚM. 3-19 IMPONE A LOS JUECES UN DEBER ESPECÍFICO DE 

CONTROL Y PREVÉ CONSECUENCIAS DIFERENCIADAS 

25. La Ley nú m. 3-19 no se limita a exigir qúe los abogados este n habilitados 

para ejercer. Tambie n impone a los júeces ún deber especí fico de control 

frente a la postúlacio n de abogados. Ese deber aparece, primero, en el 

pa rrafo del artí cúlo 93, cúando dispone qúe los júeces de los tribúnales 

júdiciales solo admitira n como representantes de terceros a abogados 

debidamente identificados mediante el carnet vigente expedido por el 

Colegio. 

26. Se indica, adema s, en el artí cúlo 121, cúando califica como ejercicio ilegal 

de la abogací a la actúacio n de qúienes, habiendo sido sancionados con 

súspensio n del ejercicio profesional, ejercen dúrante el tiempo de la 

súspensio n. La misma disposicio n establece qúe los júeces y fiscales qúe 

permitan dicho ejercicio ilegal sera n sancionados como co mplices de los 

aútores de la infraccio n. 

27. El artí cúlo 122 introdúce la dimensio n penal del re gimen, al prever 

sanciones privativas de libertad y múlta para los súpúestos de ejercicio 

ilegal de la abogací a. 

28. Finalmente, el artí cúlo 123 impone a júeces, fiscales y dema s aútoridades 

pú blicas la obligacio n de velar por el cúmplimiento de las disposiciones 

contenidas en el artí cúlo 121 respecto de los abogados qúe postúlen ante 

tribúnales, júzgados, fiscalí as ú oficinas a sú cargo. Sú pa rrafo califica el 

incúmplimiento como falta grave para júeces y fiscales. De esa 

combinacio n normativa resúltan cúatro conclúsiones: 
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Primera: los júeces tienen ún deber legal de verificar qúe qúien postúla 

como abogado este  habilitado para hacerlo. 

Segunda: si se les advierte formalmente qúe ún abogado se encúentra 

súspendido o inhabilitado, no púeden ignorar la advertencia sin realizar 

úna comprobacio n mí nima. 

Tercera: si permiten la postúlacio n de ún abogado súspendido o 

inhabilitado, podrí a configúrarse la falta grave, de natúraleza disciplinaria, 

prevista en el artí cúlo 123. 

Cuarta: si los hechos encajan en los súpúestos de los artí cúlos 121 y 122, 

existe, adema s, úna dimensio n penal distinta de la disciplinaria.  

VII. ÓRGANOS COMPETENTES SEGÚN LA NATURALEZA DE LA 

RESPONSABILIDAD: CONSEJO DEL PODER JUDICIAL Y JURISDICCIÓN PENAL 

PRIVILEGIADA 

29. La Constitúcio n de la Repú blica reconoce, en sú artí cúlo 156, al Consejo 

del Poder Júdicial como o rgano permanente de administracio n y disciplina 

del Poder Júdicial; y la Ley nú m. 28-11, Orga nica del Consejo del Poder 

Júdicial, desarrolla ese mandato y le atribúye la competencia disciplinaria 

sobre los júeces del Poder Júdicial, con excepcio n de los integrantes de la 

Súprema Corte de Jústicia. A ese o rgano corresponde, por tanto, la 

eventúal responsabilidad disciplinaria júdicial de la parte qúerellada, en 

particúlar la falta grave del artí cúlo 123 de la Ley nú m. 3-19. 

30. Esa competencia, sin embargo, es disciplinaria y no penal. El Consejo del 

Poder Júdicial no instrúye, júzga ni sanciona penalmente hechos púnibles, 

ni púede imponer las sanciones privativas de libertad o de múlta qúe 

preve n los artí cúlos 121 y 122 de la Ley nú m. 3-19. La accio n penal del 

caso escapa, púes, a sú competencia. 

31. Trata ndose de júeces del Tribúnal Súperior Administrativo, la accio n penal 

qúeda sújeta al re gimen de júrisdiccio n privilegiada: el artí cúlo 154 de la 

Constitúcio n atribúye a la Súprema Corte de Jústicia el conocimiento, en 
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ú nica instancia, de las caúsas penales segúidas a dichos júeces, y la Ley 

nú m. 97-25, qúe institúye el Co digo Procesal Penal, encomienda la 

investigacio n de los hechos púnibles atribúidos a impútados con privilegio 

de júrisdiccio n al Ministerio Pú blico competente ante esa corte, esto es, al 

Procúrador General de la Repú blica. De ahí  qúe la remisio n por lo penal 

deba dirigirse a este, y no al Consejo del Poder Júdicial. 

VIII. LA EXPRESIÓN “SUJETOS A LA LEY” DEL ARTÍCULO 101 NO PUEDE SER 

VACÍA 

32. El artí cúlo 101 de la Ley nú m. 3-19 expresa qúe determinados 

profesionales del Derecho qúedan bajo el amparo de la ley, sújetos a los 

mismos derechos y obligaciones. Entre ellos inclúye de forma expresa a 

júeces, fiscales, defensores pú blicos y notarios. 

33. Esa fo rmúla tiene consecúencias júrí dicas. No púede interpretarse como 

úna simple referencia decorativa. Si el legislador húbiese qúerido limitar 

la sújecio n de esos sújetos ú nicamente a beneficios gremiales o menciones 

honorí ficas, no habrí a empleado la expresio n “sújetos a los mismos 

derechos y obligaciones”. La palabra “obligaciones” incorpora deberes, 

cargas, responsabilidades y consecúencias júrí dicas compatibles con la 

natúraleza de cada fúncio n. 

34. Es cierto qúe los júeces poseen ún re gimen constitúcional y legal especial, 

y qúe cúando admiten o rechazan la postúlacio n de ún representante 

actú an en ejercicio de la fúncio n júrisdiccional. Por ello, la sújecio n del 

artí cúlo 101 no aútoriza al Tribúnal Disciplinario de Honor a revisar el 

criterio júrisdiccional de los júeces ni a disciplinarlos en cúanto júeces. 

Pero la especialidad de la fúncio n júdicial tampoco elimina la sújecio n de 

los júeces, como profesionales del Derecho, a determinadas obligaciones 

de la Ley nú m. 3-19 cúando esa propia ley los menciona expresamente y 

les asigna deberes concretos frente al ejercicio ilegal de la abogací a. 
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35. La interpretacio n armonizadora exige leer el artí cúlo 101 júnto con los 

artí cúlos 21, 89, 93, 121, 122 y 123. Esa lectúra no condúce a úna 

competencia sancionadora del Tribúnal sobre los júeces en cúanto júeces, 

ni a júzgarlos penalmente, sino a ún deber de constatacio n y remisio n: en 

ejercicio de sú fúncio n de control sobre el ejercicio de la abogací a, el 

Tribúnal constata si se vúlnero  el re gimen de habilitacio n profesional y 

remite a los o rganos competentes las derivaciones disciplinarias o penales 

qúe púdieran corresponder. 

36. La decisio n mayoritaria, al declarar qúe el Tribúnal carece de competencia 

para conocer el fondo y limitar la remisio n al Consejo del Poder Júdicial, 

dejo  sin desarrollo súficiente el efecto pra ctico de los artí cúlos 121 y 122 

de la Ley nú m. 3-19. Esa consecúencia no resúlta satisfactoria, porqúe el 

inte rprete debe preferir la lectúra qúe otorgúe eficacia a todas las 

disposiciones legales, no aqúella qúe las vúelva irrelevantes. 

IX. EL TDH NO INVADE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL AL CONSTATAR UNA 

INFRACCIÓN OBJETIVA A LA LEY NÚM. 3-19 

37. Úna preocúpacio n legí tima consiste en evitar qúe el Colegio de Abogados 

revise decisiones júrisdiccionales o discipline júeces por el contenido de 

sús providencias, aútos, resolúciones o sentencias. Esa preocúpacio n debe 

ser tomada en serio. La independencia júdicial impide qúe ún o rgano 

gremial controle el criterio júrisdiccional de los júeces. 

38. Cabe reconocer qúe la admisio n de ún representante en jústicia es, en sí  

misma, úna actúacio n procesal del tribúnal, de modo qúe la frontera entre 

constatar ún hecho objetivo y valorar el manejo procesal del júez es 

delgada. Precisamente por ello, la constatacio n qúe aqúí  se propone debe 

mantenerse en sú úmbral ma s estricto y externo: no examina el acierto o 

desacierto de la decisio n del tribúnal, sino la concúrrencia de 

presúpúestos objetivos previos a todo júicio de reproche —la existencia 
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de úna sancio n vigente, sú comúnicacio n o advertencia formal y la 

continúacio n de la postúlacio n pese a ella—. 

39. El púnto no era si dichos júeces decidieron bien o mal ún incidente 

ordinario. El púnto era si se permitio  la postúlacio n de úna persona qúe, 

por súspensio n o inhabilitacio n vigente, carecí a de habilitacio n legal para 

ejercer la abogací a. No se trata de valorar la jústicia o injústicia de úna 

decisio n júrisdiccional, sino de verificar si se cúmplio  el re gimen legal de 

habilitacio n profesional. 

40. El Tribúnal Disciplinario de Honor no estarí a diciendo co mo debí an 

decidir los júeces el fondo del proceso. Tampoco estarí a anúlando 

actúaciones júdiciales ni imponiendo sancio n fúncional. Estarí a 

constatando qúe, en el marco de ún expediente relacionado con el ejercicio 

ilegal de la abogací a, súrgieron elementos qúe podrí an comprometer 

obligaciones legales impúestas por los artí cúlos 121, 122 y 123 de la Ley 

nú m. 3-19. 

41. Ese modelo no debilita la independencia júdicial. Por el contrario, 

fortalece la legalidad del sistema, porqúe impide qúe la independencia sea 

entendida como barrera absolúta frente al control institúcional del 

ejercicio ilegal de la abogací a. 

X. APLICACIÓN AL CASO CONCRETO Y ALCANCE DE LA DOBLE REMISIÓN 

42. Trasladado lo anterior al caso, el Tribúnal debio  verificar tres extremos 

objetivos: qúe el abogado cúestionado se hallaba afectado por úna sancio n 

de súspensio n o inhabilitacio n vigente; qúe la parte qúerellada fúe 

advertida formalmente de esa sitúacio n; y qúe, pese a la advertencia, la 

postúlacio n continúo . Comprobados esos extremos, la condúcta encaja, 

prima facie, en los súpúestos de los artí cúlos 121, 122 y 123 de la Ley nú m. 

3-19, sin qúe correspondiera al Tribúnal sancionar a los júeces ni declarar 

sú responsabilidad, sino ú nicamente fúndar la remisio n. 
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43. De ahí  qúe la remisio n debiera ser doble. La efectúada al Consejo del Poder 

Júdicial era correcta conforme al artí cúlo 123, pero insúficiente: la 

dimensio n penal de los artí cúlos 121 y 122, qúe —segú n qúedo  fúndado 

en la seccio n VII— corresponde al Procúrador General de la Repú blica 

como Ministerio Pú blico ante la Súprema Corte de Jústicia, no fúe 

contemplada. Ningúna de las dos remisiones prejúzga responsabilidad ni 

sústitúye al o rgano de destino; ambas se limitan a poner los hechos en sú 

conocimiento. 

44. A la solúcio n aqúí  sostenida podrí a oponerse úna objecio n de prúdencia: 

qúe, declarada la incompetencia, lo ma s limpio serí a desprenderse por 

completo del expediente y dejar qúe cada o rgano realice sú propia 

comprobacio n. La objecio n no es desden able, pero no condúce a la 

decisio n mayoritaria. La constatacio n qúe se propone no vincúla a los 

o rganos de destino ni prejúzga sú decisio n —así  se hara  constar 

expresamente—, de modo qúe no úsúrpa fúncio n ajena; ú nicamente dota 

de fúndamento a la remisio n, evitando qúe degenere en ún reenví o 

inmotivado. Úna incompetencia qúe renúncia inclúso a verificar el hecho 

generador no protege mejor a los o rganos competentes: simplemente los 

priva del sústento docúmentado qúe la fúncio n de control del Colegio esta  

en condiciones de aportar. 

45. Por tanto, la solúcio n júrí dicamente correcta no era úna declaratoria 

amplia de incompetencia para conocer el fondo y sancionar, ni úna 

remisio n ú nica al Consejo del Poder Júdicial, sino úna declaratoria de 

incompetencia sancionadora, acompan ada de la constatacio n del hecho 

generador y de úna doble remisio n diferenciada: disciplinaria y penal. 

XI. DECISIÓN QUE, A JUICIO DE QUIEN DISIENTE, DEBIÓ ADOPTARSE 

46. Por las razones expúestas, qúien súscribe disiente del ordinal segúndo de 

la decisio n mayoritaria, en cúanto declara qúe el Tribúnal Disciplinario de 

Honor carece de competencia para conocer el fondo y sancionar 
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disciplinariamente a la parte qúerellada, así  como del alcance limitado de 

la remisio n ordenada. 

47. La Ley nú m. 3-19 otorga al Colegio de Abogados de la Repú blica 

Dominicana y a sú Tribúnal Disciplinario de Honor úna fúncio n esencial 

en la habilitacio n, fiscalizacio n y control del ejercicio de la abogací a, qúe 

comprende la constatacio n de los hechos relativos al ejercicio ilegal de la 

profesio n, especialmente cúando se denúncia qúe ún abogado súspendido 

o inhabilitado postúlo  ante ún tribúnal de la Repú blica. 

48. Cúando, en ese contexto, aparecen involúcrados júeces del Poder Júdicial 

por haber sido presúntamente advertidos de la súspensio n o 

inhabilitacio n del abogado y haber permitido sú postúlacio n, el Tribúnal 

Disciplinario de Honor no debe imponerles sancio n disciplinaria directa 

ni declarar responsabilidad penal. Sin embargo, tampoco debe abstenerse 

de toda forma de conocimiento. Sú deber institúcional consiste en 

constatar el hecho generador relativo al ejercicio ilegal de la abogací a, 

comprobar los hechos pertinentes, dejar constancia motivada de la posible 

infraccio n a los artí cúlos 121, 122 y 123 de la Ley nú m. 3-19 y remitir lo 

relativo a dichos júeces a los o rganos competentes. 

49.  La interpretacio n contraria debilita el control del ejercicio ilegal de la 

abogací a, redúce indebidamente la fúncio n pú blica del Colegio de 

Abogados, reconocida legal y constitúcionalmente, y omite la eventúal 

dimensio n penal qúe la propia Ley nú m. 3-19 contempla. La solúcio n de 

incompetencia sancionadora, con constatacio n del hecho generador y 

doble remisio n, es, adema s, la qúe mejor armoniza la Ley nú m. 3-19 con la 

doctrina constitúcional fijada en la Sentencia TC/0163/13, con el re gimen 

disciplinario júdicial de la Constitúcio n y la Ley nú m. 28-11, y con el 

re gimen de júrisdiccio n penal privilegiada previsto por la Constitúcio n y 

la Ley nú m. 97-25. 
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En consecúencia, a júicio de qúien disiente, el Tribúnal Disciplinario de Honor 

debio  decidir en el sentido sigúiente: 

PRIMERO: DECLARA búena y va lida, en cúanto a la forma, la acúsacio n 

disciplinaria presentada por la Fiscalí a Nacional Adjúnta del Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana, por haber sido depositada conforme a las 

formalidades procesales correspondientes, sin qúe la admisio n en cúanto a la 

forma prejúzgúe la competencia del Tribúnal para adjúdicar el fondo respecto de 

la parte qúerellada. 

SEGUNDO: DECLARA qúe el Tribúnal Disciplinario de Honor del Colegio de 

Abogados de la Repú blica Dominicana carece de competencia para imponer 

sancio n disciplinaria directa a LÚISA NATIVIDAD DEL CARMEN CANAA N 

POLANCO, WILLIAM RADHAMES ENCARNACIO N MEJI A y WILLYS DE J. NÚ N EZ 

MEJI A, júeces de la Primera Sala del Tribúnal Súperior Administrativo, así  como 

para declarar responsabilidad penal o imponer consecúencias penales en sú 

contra; lo primero, por tratarse de fúncionarios sújetos al re gimen constitúcional 

y legal del Consejo del Poder Júdicial en materia disciplinaria júdicial; y lo 

segúndo, por tratarse de úna materia reservada a la júrisdiccio n penal, conforme 

a la Constitúcio n y a las leyes. 

TERCERO: DECLARA, no obstante, qúe el Tribúnal Disciplinario de Honor, en 

ejercicio de sú fúncio n pú blica de control sobre el ejercicio de la abogací a 

conforme a la Ley nú m. 3-19, debí a verificar y constatar los hechos vincúlados al 

presúnto ejercicio ilegal de la profesio n —relativos a la habilitacio n, súspensio n 

o inhabilitacio n de ún abogado para postúlar ante los tribúnales de la 

Repú blica—, no como ejercicio de competencia adjúdicativa algúna sobre la 

parte qúerellada, sino como fúndamento motivado de las remisiones ordenadas 

en la presente decisio n, las cúales no prejúzgan la responsabilidad disciplinaria 

ni penal de la parte qúerellada, sino qúe constitúyen comúnicaciones 

institúcionales fúndadas. 
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CUARTO: ORDENA la remisio n de copia certificada del expediente disciplinario, 

júnto con la acúsacio n y los docúmentos anexos, al Consejo del Poder Júdicial, a 

fin de qúe conozca, valore y decida, dentro del a mbito de sús atribúciones, lo qúe 

en derecho corresponda respecto de la eventúal responsabilidad disciplinaria 

júdicial de la parte qúerellada, en particúlar en cúanto a la falta prevista por el 

artí cúlo 123 de la Ley nú m. 3-19. 

QUINTO: ORDENA la remisio n de copia certificada del expediente disciplinario, 

júnto con la acúsacio n y los docúmentos anexos, al Procúrador General de la 

Repú blica, Ministerio Pú blico competente ante la Súprema Corte de Jústicia, a fin 

de qúe valore, dentro del a mbito de sús atribúciones, la eventúal relevancia penal 

de los hechos denúnciados conforme a los artí cúlos 121 y 122 de la Ley nú m. 3-

19 y al re gimen de júrisdiccio n privilegiada aplicable a los júeces del Tribúnal 

Súperior Administrativo, conforme al artí cúlo 154 de la Constitúcio n de la 

Repú blica y a la Ley nú m. 97-25. 

SEXTO: ORDENA comúnicar la presente sentencia a la Fiscalí a Nacional del 

Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, a la Júnta Directiva Nacional 

del Colegio de Abogados de la Repú blica Dominicana, al Consejo del Poder 

Júdicial, a la Procúradúrí a General de la Repú blica, a la Súprema Corte de Jústicia, 

al Tribúnal Súperior Administrativo y a las partes indicadas en el expediente, 

para los fines correspondientes. 

Así  voto. 

MAG. MISAEL VALENZUELA PEÑA 

Júez del Tribúnal Disciplinario de Honor 

 

Yo, Dr. Misael Valenzuela Peña, en mi calidad de Juez Secretario del Tribunal 

Disciplinario de Honor del Colegio de Abogados de la República Dominicana, 

CERTIFICO Y DOY FE que, la sentencia que antecede fue firmada por los jueces, 

en la fecha y hora antes mencionada. En la ciudad de Santo Domingo, Distrito 



 

 

 

REPÚ BLICA DOMINICANA 
Dios, Patria y Libertad 
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Nacional, capital de la República Dominicana, a los diecisiete (17) días del mes 

de junio del año dos mil veintiséis (2026). 

 

 

  

 

Misael Valenzuela Peña 

Júez Secretario 


